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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE






     LEY

ARTICULO 1º: Serán sancionados con multa de $100 a $5000 los padres, tutores, curadores o guardadores de menores de dieciocho (18) años de edad a su cargo en las condiciones establecidas por el Código Civil, cuando los menores a su cargo, incurran en cualquiera de las conductas seguidamente tipificadas:

1.-sean hallados en estado de ebriedad manifiesta en todo horario del día por haber consumido bebidas alcohólicas de cualquier tipo y graduación cuya venta, expendio o suministro se encuentren expresamente prohibidos de conformidad con la legislación vigente.                        

2.-produzcan desórdenes en la vía pública y/o en lugares de acceso al público.

3.-se encuentren en lugares cuyo acceso u horarios no estén permitidos.  

4.-conduzcan vehículos de cualquier clase a velocidades no permitidas, se encuentren o no en estado de ebriedad, y estén o no habilitados para conducir. En este supuesto se aplicará al menor, además, la accesoria de inhabilitación para conducir con suspensión de la licencia de conductor por un plazo mínimo de doce (12) meses.

5.-Cuando ocasionen daño al patrimonio comunitario o de terceros.

ARTICULO 2º: Se considerará reincidencia a los efectos de esta ley, a todo acto de los menores que habiendo provocado una sanción a quienes los tuvieren a su cargo, incurran en otra falta de las contempladas en el artículo primero dentro del término de seis (6) meses contado a partir de la fecha en que quedó firme la condena anterior.

ARTICULO 3º: La primera reincidencia será sancionada con una multa mínima de $500 a $5000. En la segunda reincidencia se aplicará el doble del máximo de la sanción de multa.

ARTICULO 4º: En caso que los padres, tutores, curadores o guardadores a cuyo cargo se encuentre el infractor, y/o los menores que causaren los hechos del artículo primero demostraren de manera fehaciente que no disponen de medios para hacer frente al pago de las multas que se les impongan, la sanción será redimible por la realización de tareas comunitarias no remuneradas por el modo y en la forma que determine la autoridad judicial que corresponda. 

ARTICULO 5º: Las Municipalidades a través de sus organismos competentes, serán la autoridad de comprobación de las infracciones del artículo primero, quienes actuarán por sí o por denuncia de particulares para lo cual gozan del poder de policía preventivo a los fines del debido cumplimiento de las normas de la presente ley.

ARTICULO 6º: Una vez labrada el acta de la infracción, recibidas las pruebas y el descargo pertinentes o sin ellas, si correspondiere, la autoridad de comprobación la elevará dentro de las cuarenta y ocho (48) horas al Sr. Juez de Paz, y, donde no lo hubiere, será competente el Juez Penal en turno que corresponda. Será de aplicación el procedimiento establecido en el Código de Faltas de la Provincia de Buenos Aires.  

ARTICULO 7º: A los fines de lo dispuesto en los artículos 2º y 3º de esta Ley, créase el Registro de Reincidentes el que funcionará en el ámbito de cada Municipalidad. Los antecedentes que obren en los respectivos registros municipales deberán ser comunicados dentro de las 48 horas al Registro Provincial de Reincidentes, al que se consultará obligatoriamente en las tramitaciones de las causas pertinentes.

ARTICULO 8º: Los importes de las multas provenientes del cumplimiento de la presente, se depositarán en una cuenta especial que por esta Ley se autoriza a crear en las Municipalidades, con destino exclusivo a la implementación de las políticas de contención, prevención y control de menores.  

ARTICULO 9º: Los funcionarios a cargo de los  organismos municipales a que refiere el artículo 5º y los agentes de los mismos investidos del poder de policía pertinente, que no dieren cumplimiento al régimen que establece la presente Ley, incurrirán en falta grave, la que deberá ser motivo de las medidas disciplinarias conforme las previsiones de los respectivos regímenes estatutarios que les fueren aplicables, sin perjuicio de las demás responsabilidades de todo carácter en que hubieren incurrido.

ARTICULO 10º: La presente Ley regirá desde el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial.

ARTICULO 11º: DE FORMA.-

FUNDAMENTOS

La sociedad argentina toda y en particular los habitantes de la Provincia de Buenos Aires, observan hoy con preocupación y perplejidad las conductas de menores de 18 años que se expresan en los más variados ámbitos con una inclinación tan clara como peligrosa hacia el consumo de bebidas alcohólicas prohibidas; ejercicio de la violencia en la vía pública; la conducción de todo tipo de vehículos al margen de las normas legales vigentes, entre otras formas de comportamiento que reflejan una total ausencia de compromiso tendiente a observar elementales formas de respeto a la convivencia, que afecta la misma, y en muchos casos trae aparejado un alto grado de riesgo hacia los demás.

Así, un primer síntoma preocupante de dicho cuadro de situación lo conforman las grescas generalizadas en lugares públicos que debiendo servir para un grato esparcimiento, terminan convertidos en escenario de verdaderas batallas campales que tienen como protagonistas a grupos de diferente extracción social; igualmente entre alumnos de establecimientos educativos; y terribles accidentes de tránsito en los que menores de cualquier edad conducen en estado de ebriedad, o, en otros casos se encuentran participando de manera totalmente desaprensiva en eventos automovilísticos comúnmente denominados “picadas”, que ellos mismos organizan y que frecuentemente son llevados a cabo en lugares públicos, paseos y otros de gran afluencia de personas, agregando la habitualidad de desmanes que se aprecian en su concurrencia a espectáculos deportivos de la más variada índole. 

Todo ello, ante la total pasividad y permisividad de quienes los tienen a su cargo, sin contar que en determinadas situaciones, estos pretenden transferir a los restantes actores sociales la responsabilidad que les es propia, so pretexto de que no les corresponde a ellos el control de los menores, o reflejando un altísimo grado de indiferencia frente a  los hechos, lo cual no les permite discernir que con esa actitud, lejos de aportar a la paz social, están contribuyendo tácitamente a ser cómplices del accionar perjudicial de aquéllos, y a una verdadera negación de los derechos que las leyes consagran para los individuos.

Queda claro que estos episodios que tienen a los adolescentes como protagonistas, suelen ser el emergente de falencias tales como su formación integral, la situación socioeconómica, la falta de acatamiento a las leyes que tipifican los hechos prohibidos generadores de tales conductas, pero asimismo por la inexistencia de una legislación apropiada que, en ausencia del cumplimiento y/o la aplicación concreta de las normas vigentes, prevenga sobre su responsabilidad a quiénes por determinación legal tienen a su cargo a los menores, esto es sus padres, tutores, curadores y guardadores, con sujeción a las normas que en la materia emanan del Código Civil, por las consecuencias dañosas de los hechos que estos provocan.

Por lo tanto, partiendo de una realidad en que muchos no asumen la responsabilidad que les cabe como tales, el presente proyecto sugiere una respuesta  de fondo, en el entendimiento de que  nada han de servir el empleo de otro tipo de soluciones o que se continue con el dictado de normas que aumenten las penas en determinadas situaciones, como es el caso de quienes expendan bebidas alcohólicas a menores, en tanto aquellos no se dispongan a aceptar que se encuentra en sus manos llegar a la génesis de las situaciones descriptas que se están dando entre los adolescentes, que deben prestarles la máxima atención y fundamentalmente, sembrar en estos la conciencia de que tales hechos no han de erradicarse mediante el empleo de la violencia, ni por la apelación a concurrir en cada caso al uso de la fuerza pública, o a la prohibición practicamente imposible – por ser inagotable su descripción- de todos los hechos productores de conflictos, y que, por ende, deviene oportuno establecer algún tipo de sanciones concretas en los responsables mayores. Si compartimos además que la vida en sociedad implica la aceptación de imposiciones y órdenes sin las cuales la convivencia no sería posible, en tanto esta se vea afectada por el accionar de algunos de sus integrantes, aún cuando sean menores 

Otro elemento ilustrativo y de utilidad que viene a sumarse a la vía argumental a favor de la necesidad de legislar en el sentido que aquí se propone, lo constituyen los alarmantes índices estadísticos oficiales relacionados con el consumo de alcohol, donde la Subsecretaría de Atención de las Adicciones del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires nos indica textualmente que “ 1.265.000 mayores de 16 años abusan del alcohol y que lo sintomático del futuro nada promisorio es que más 800 000 menores de entre 12 y 15 años ya consumen alcohol en forma regular en nuestro país”

En suma: no se trata de sancionar por el simple hecho de penalizar un estado de cosas. Se trata en cambio de contribuir a la paz social en el convencimiento de estar creando mecanismos que coadyuven a lograr una mejor convivencia en el seno de la sociedad.

Este proyecto prevé multas que podrán graduarse entre un mínimo y un máximo; la posibilidad de duplicar las mismas en caso de reincidencia, la creación de un registro de reincidentes que han de llevar las municipalidades, el reconocimiento a los municipios para ser la autoridad de comprobación de las infracciones por violación a sus normas, invistiendo del poder de policía a sus funcionarios y agentes para tal fin, la competencia de los Juzgados de Paz y de los Juzgados Penales en los lugares donde no existan aquéllos, el juzgamiento a través de la utilización del procedimiento previsto en el Código de Faltas de la Provincia, la sanción accesoria de inhabilitación para conducir cualquier clase de vehículo a los menores cuando el hecho que motiva la misma se relacione con faltas cometidas en tales circunstancias, que implica asimismo la suspensión de la licencia de conductor.

 La imposición de efectuar tareas comunitarias sin remuneración alguna tanto por parte de los menores como de aquéllos a cuyo cargo se encuentren cuando se pruebe de manera fehaciente que no poseen medios para afrontar el pago de una posible multa, evidencia la intención de que ninguna violación a la Ley quede sin su correspondiente sanción.

Finalmente la norma prevé la creación de una cuenta especial para el depósito de los importes provenientes de las multas, cuyos fondos se destinarán con carácter exclusivo a los planes de contención, prevención y control de menores en cada municipio. 

A mayor abundamiento, cabe destacar que la sanción por parte de la Provincia del Chaco de una Ley sobre el mismo tema durante el mes de Abril del corriente año, coloca al presente proyecto en la línea de una orientación legislativa acorde con las de otras provincias.



            

      Por todo lo expuesto, solicito a los Señores Diputados la aprobación del  presente Proyecto de Ley.-

